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CONSEJO DE MINISTROS

Viernes, 1 de agosto de 2014

JUSTICIA

APROBADO EL ESTATUTO DE LA VÍCTIMA DEL DELITO

•	 Constituye un catálogo general de los derechos procesales y extraprocesales de las 
víctimas, y reforzará los derechos y garantías procesales de todas las víctimas.

•	 Se considera víctima a toda persona que sufra un perjuicio físico, moral o económico a 
consecuencia de un delito, así como a sus familiares.

•	 Podrán recurrir la libertad condicional, aunque no estén personadas en el procedimiento, 
si la pena del delito es superior a cinco años de prisión. Además, se les comunicará 
cómo acceder a asesoramiento legal y, si lo solicitan, se les informará sobre todo el 
proceso penal.

•	 Las víctimas de violencia de género serán informadas de la puesta en libertad de su 
agresor sin que lo soliciten, salvo que manifiesten expresamente su deseo de no ser 
notificadas. Se protege especialmente a los menores y personas con discapacidad 
necesitadas de especial protección con medidas específicas encaminadas a evitar una 
victimización secundaria.

El Consejo de Ministros ha aprobado la remisión a las Cortes Generales del Proyecto de Ley 
del Estatuto de la Víctima del Delito, que nace con el objetivo de ser el catálogo general de 
los derechos procesales y extraprocesales de todas las víctimas de delitos, con la principal 
novedad de que dispondrán de ellos tanto si están personadas en una causa penal como si 
no lo están. Este Estatuto se aprueba sin perjuicio del régimen particular que para las víctimas 
de terrorismo o las de violencia de género establezca su normativa especial.

Además, el Consejo de Ministros ha aprobado también la remisión a las Cortes Generales de 
un Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley de Enjuiciamiento Criminal para 
incorporar al Derecho interno español a tres Directivas comunitarias relativas al derecho a 
interpretación y traducción, y al derecho a la información en los procesos penales.

La Ley del Estatuto de la Víctima del Delito pretende ofrecer a las víctimas y a sus familiares 
desde los poderes públicos una respuesta lo más amplia posible, no sólo jurídica sino también 
social, a todos los problemas que se les puedan plantear con independencia de si están 
personados en un proceso judicial o no.

Concepto de víctima y protocolos

Para ello es fundamental ofrecer a la víctima directa, y también a la indirecta (los familiares 
en caso de fallecimiento o desaparición, entre los que por primera vez se incluirá a los hijos 
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de su pareja si convivían con ella), las máximas facilidades para el ejercicio y tutela de sus 
derechos. Eso se conseguirá reduciendo los trámites innecesarios que supongan una segunda 
victimización (por ejemplo, eliminando declaraciones que puedan ser prescindibles y que 
puedan producirle algún trauma) y otorgándole información y orientación sobre los derechos 
y servicios que le corresponden.

Para hacer efectivas estas actuaciones, siempre orientadas a la persona, lo que exige 
una evaluación y un trato individualizado de toda víctima, es imprescindible la máxima 
colaboración entre las distintas Administraciones Públicas, el Poder Judicial, los colectivos 
de víctimas, los profesionales que las atienden y el conjunto de la sociedad a través de 
protocolos de actuación. Como, por ejemplo, los firmados la pasada semana sobre menores 
extranjeros no acompañados o el de desplazamientos de víctima de violencia de género y 
sus hijos entre casas de acogida. El Proyecto de Ley prevé que “toda víctima tiene derecho 
a la protección, información, apoyo, asistencia y atención […] desde su primer contacto con 
la autoridad […], a lo largo de todo el proceso penal y por un periodo de tiempo adecuado 
después de su conclusión”. Por eso, también se promoverán las Oficinas de Asistencia a las 
Víctimas, tanto del Ministerio como de las Comunidades Autónomas, a las que tendrán que 
ser derivadas las víctimas que lo necesiten en función de la gravedad del delito o cuando 
lo soliciten.

El artículo 10 del Proyecto de Ley incluye también una importante novedad consistente en 
que los hijos menores de víctimas de violencia de género o de violencia doméstica tendrán 
derecho a las mismas medidas de asistencia y protección que las víctimas de estos delitos.

Derechos de la víctima

El nuevo Estatuto atribuye una serie de derechos a las víctimas, estén o no personadas en el 
proceso penal. Así, todas ellas tendrán derecho a que se les proporcione información en un 
lenguaje comprensible sobre cómo interponer una denuncia, los servicios asistenciales de los 
que dispone y cómo pueden acceder a medidas de protección y a asesoramiento legal, así 
como a la traducción de las resoluciones que se produzcan.

En los casos de grandes catástrofes, los abogados y procuradores no podrán dirigirse a las 
víctimas para ofrecerles sus servicios profesionales hasta que no haya transcurrido un mes 
desde el suceso. Esta prohibición quedará sin efecto en el caso de que la prestación de estos 
servicios profesionales haya sido solicitada expresamente por la víctima.

Se reconoce el derecho de la víctima a estar acompañada por la persona que designe y a 
ser informada sobre la causa abierta por el delito que sufrió aunque no esté personada. Se le 
informará de cuándo se celebrará el juicio, se le notificarán las sentencias y los sobreseimientos, 
así como la adopción de medidas cautelares y de libertad del encausado, y las resoluciones 
de las autoridades jurídicas o penitenciarias que puedan poner en riesgo la seguridad de 
las víctimas (permisos de salida, por ejemplo), siempre y cuando lo solicite previamente y 
exista una situación de peligro. En el caso de víctimas de violencia de género, estas serán 
informadas de la situación en la que se encuentre el encausado (puesta en libertad, fuga o 
medidas cautelares), incluso sin que lo hayan solicitado, salvo que manifiesten su voluntad 
expresa de no ser notificadas.
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Proceso penal

Es en el capítulo dedicado a los derechos de las víctimas en la participación del proceso penal 
donde aparecen las novedades más relevantes.

Podrán recurrir los sobreseimientos (una de las principales reivindicaciones de las asociaciones 
de víctimas) en los veinte días siguientes. Este plazo es muy superior al actualmente 
establecido de tres, que suponía que en la práctica se dificultaran extraordinariamente estas 
impugnaciones porque era prácticamente imposible personarse e interponer el recurso en 
tan poco tiempo. El Estatuto garantiza la posibilidad de recurrir también a aquellos que no se 
hayan personado anteriormente en el proceso.

Igualmente, las víctimas de delitos de homicidio, de terrorismo, de tortura y contra la integridad 
moral, lesiones, robo cometido con violencia o intimidación, delitos contra la libertad e 
indemnidad sexual y delitos de trata de seres humanos podrán recurrir la libertad condicional 
del penado, siempre y cuando las penas de prisión sean superiores a cinco años. También 
podrán impugnar las resoluciones por las que el juez autorice la posible clasificación del tercer 
grado antes del cumplimento de la mitad de la condena, así como los beneficios penitenciarios 
autorizados cuando estos se hayan acordado en función del límite de cumplimiento de condena 
y no de la suma de las penas impuestas.

Se reconoce expresamente la legitimación de la víctima para dirigirse al tribunal y solicitar 
que imponga al liberado condicional las medidas de control necesarias para garantizar su 
seguridad.

Asimismo, podrán ejercer la acusación y la acción civil, tener la posibilidad de que se regule 
el sistema de reembolso de gastos, que la restitución de bienes sea efectiva y rápida y que se 
pueda recurrir a los servicios de justicia reparadora.

Este tipo de mediación, la justicia reparadora, sólo será posible si la víctima y el infractor 
consienten, y éste último realiza un reconocimiento previo de los hechos esenciales de los 
que deriva su responsabilidad. Sus conversaciones serán confidenciales.

A las víctimas residentes en otros países de la Unión Europea se les facilitará que puedan 
prestar declaración inmediatamente y se recurrirá, en lo posible, a sistemas de videoconferencia 
en sus intervenciones posteriores.

Evitar una segunda victimización

El Estatuto desarrolla también el régimen de las medidas de protección de las víctimas con 
la intención de evitar su victimización secundaria. Así, durante la fase de investigación, se 
reducirán al mínimo los reconocimientos médicos a los que son sometidas las víctimas y 
se protegerá su intimidad a través de una especial reserva en todo lo relativo a sus datos 
de carácter personal y a su imagen, que no podrán ser divulgados por los medios de 
comunicación. Igualmente, se reducirán al mínimo imprescindible las declaraciones de las 
víctimas y se procurará que las realicen siempre ante la misma persona y, si así lo solicita la 
víctima, ésta será de su mismo sexo. Con el mismo objetivo, durante la fase de enjuiciamiento 
se evitarán, entre otras cosas, el contacto entre las víctimas y sus familiares y los infractores, 
y las preguntas innecesarias relativas a la vida privada de la víctima
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Estas medidas de protección se extremarán para las víctimas especialmente vulnerables, 
para las que se prevé un régimen asistencial y jurídico que va más allá del régimen general, 
basado en el trato individualizado. Son aquellas que, por sus circunstancias especiales y 
por la gravedad y naturaleza del delito del que hayan sido objeto (de naturaleza violenta), 
requieran tal consideración. Se valorará especialmente la inclusión de menores, personas con 
discapacidad, víctimas de delitos sexuales, víctimas de trata de seres humanos, terrorismo, 
violencia sobre la mujer y grandes siniestros con víctimas múltiples.

En el caso de los menores, se establecen unas medidas muy concretas para evitar un mayor 
sufrimiento. Sus declaraciones, que podrán recibirse por medio de expertos, también podrán 
ser grabadas para después ser reproducidas durante el juicio. Igualmente, el menor podrá 
tener un representante legal cuando exista una situación de conflicto de intereses con los 
progenitores o representantes legales y se tomarán decisiones urgentes sobre la guarda y 
custodia.

Adaptación a la legislación comunitaria

Un Anteproyecto de Ley que presentó el ministro de Justicia el pasado 25 de octubre al Consejo 
de Ministros transponía tres Directivas comunitarias: una de 2012, relativa a los derechos de 
las víctimas de los delitos; otra de 2010, sobre el derecho a interpretación y a traducción en 
los procesos penales, y una tercera, también de 2012, relativa al derecho a la información en 
los procesos penales.

Tras estudiar las recomendaciones realizadas por el Consejo de Estado sobre dicho texto, el 
Ministerio de Justicia ha decidido seguir su criterio y que la transposición de dichas Directivas 
se realice a través de la aprobación de dos Proyectos de Ley: el del Estatuto de la Víctima, por 
un lado, y por otro, el Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal para transponer las Directivas relativas al derecho a interpretación y traducción y al 
derecho a la información en los procesos penales.

Este segundo Proyecto de Ley, cuya remisión a las Cortes Generales ha sido aprobada hoy 
también por el Consejo de Ministros, supone un importante refuerzo de las garantías del 
proceso penal, mediante una regulación detallada del derecho a la traducción e interpretación 
durante el proceso y del derecho del imputado a ser informado sobre el objeto del proceso 
penal para que pueda ejercer con mayor eficacia su derecho a la defensa.
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APROBADO EL PROYECTO DE LEY DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA

•	 Actualiza y simplifica los trámites en los asuntos sin controversia.

•	 Se desjudicializan algunos asuntos que serán tramitados por notarios y registradores 
de la propiedad y lo mercantil.

•	 La Jurisdicción Voluntaria será de aplicación en algunos asuntos del orden civil y 
mercantil.

•	 El juez resolverá los expedientes en materia de personas y familia, como los derechos 
de menores o las donaciones de órganos. También se ocupará de algunos asuntos en 
materia mercantil y de derecho sucesorio.

•	 Se abre la posibilidad de que las bodas se celebren ante notario, aunque se podrán 
hacer también, como hasta ahora, en el Registro Civil y en los Ayuntamientos.

El Consejo de Ministros ha aprobado la remisión a las Cortes Generales del Proyecto de Ley 
de Jurisdicción Voluntaria que sistematiza la dispersa normativa existente en la materia, y 
cuyo objetivo es simplificar y actualizar los procedimientos en aquellos asuntos en los que 
no hay controversia, pero sí se necesita que intervenga un órgano judicial para la tutela de 
determinados derechos e intereses relativos al Derecho Civil y Mercantil.

El Proyecto de Ley cumple con el mandato que la Ley de Enjuiciamiento Civil, del 7 de 
enero del 2000, daba al Gobierno para el desarrollo de una Ley de Jurisdicción Voluntaria. 
El texto aprobado hoy, que cuenta con mejoras técnicas tras estudiar los informes emitidos 
por los órganos consultivos, distingue entre lo que es propiamente jurisdicción voluntaria, 
en la que los expedientes son tramitados en sede judicial por jueces o secretarios judiciales 
(detallados en los 134 artículos del Proyecto de Ley), y aquellos otros asuntos que pasarán a 
ser expedientes notariales y registrales. Estos se regularán en otras leyes, según se establece 
en las disposiciones adicionales del texto, y son encomendados a notarios y registradores de 
la propiedad y mercantiles.

Con esta distinción entre expedientes se da un paso más en la consecución de uno de 
los objetivos del Ministerio de Justicia, que es lograr que los jueces y magistrados puedan 
centrarse en su verdadera función: juzgar y hacer ejecutar lo juzgado. Además, se reducen 
costes para el ciudadano y se agilizan los trámites ya que, al ordenar los procedimientos 
referidos a la jurisdicción voluntaria que se mantienen en sede judicial, se hace posible que en 
muchos de ellos deje de ser necesaria la presencia de abogado y procurador.

Procedimiento único

A diferencia de otros intentos de redactar una norma de estas características, éste fija un 
procedimiento único (sin alternativas: o sólo en sede judicial o solo ante otros fedatarios 
públicos) para resolver los asuntos planteados. Únicamente habrá tres excepciones con 
posibilidad de dos procedimientos alternativos entre los casos previstos en esta norma: 
matrimonios y divorcios, consignaciones y reconocimiento de deudas no contradichas. En los 
matrimonios, además de mantener las vías tradicionales para formalizar la unión (religiosa y 
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civil, tanto en los Ayuntamientos, como en los Registros Civiles), se incluye a los notarios, que 
instruirán los expedientes matrimoniales y podrán realizar la unión.

La Ley de Jurisdicción Voluntaria prevé la intervención del fiscal en los asuntos de menores 
y personas con capacidad judicialmente modificada, y la prueba de oficio cuando lo justifique 
un interés público. Asimismo, según lo previsto en la Ley de Justicia Gratuita, los beneficiarios 
de este derecho disfrutarán del mismo en los procedimientos propios de jurisdicción voluntaria 
y este Proyecto aprobado hoy añade, además, que contarán con una bonificación del 80 por 
100 en los expedientes notariales y registrales incluidos en esta Ley.

Expedientes de jurisdicción voluntaria

El juez será quien resuelva prácticamente todos los expedientes de jurisdicción voluntaria. 
De él dependerán los que afecten al interés público o al estado civil; los que precisen una 
especial tutela; aquellos que impliquen una disposición, reconocimiento, creación o extinción 
de derechos subjetivos, o los que afecten a derechos de menores o personas con capacidad 
judicialmente complementada.

Como regla general, los jueces resolverán los expedientes en materia de personas y de 
familia y algunos en materia mercantil y de derecho sucesorio. Entre los primeros figura 
casi una decena que incluye desde la autorización judicial del reconocimiento de la filiación 
no matrimonial a la donación de órganos de donantes vivos, donde debe ser un juez quien 
compruebe que la cesión se realiza voluntariamente sin ningún tipo de coacción. También se 
enmarca en este grupo el acogimiento de menores.

La Ley elimina el supuesto de emancipación por matrimonio. El motivo es que antes existía la 
posibilidad de emanciparse por matrimonio y éste podía contraerse desde los catorce años, 
edad inferior a la prevista en gran parte de los ordenamientos de los países de nuestro entorno. 
Sin embargo, la edad para contraerlo se ha elevado a los dieciséis años, de acuerdo con los 
trabajos realizados por Justicia y por el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 
lo que hace innecesario mantener esa posibilidad.

Familia

En materia de familia, los jueces serán los encargados, por ejemplo, de dar la dispensa para 
contraer matrimonio cuando haya impedimento por parentesco, de establecer la patria potestad 
y de resolver los desacuerdos conyugales en la administración de bienes gananciales.

Los expedientes de Derecho sucesorio que se enmarcarán también en la jurisdicción voluntaria 
son el albaceazgo y la aprobación de la partición realizada por contadores-partidores. Por su 
parte, en materia mercantil y de derecho de obligaciones pasarán a serlo la fijación del plazo 
para el cumplimiento de obligaciones y la consignación, que también puede ser competencia 
del notario; la autorización al usufructuario para reclamar créditos vencidos, la exhibición de 
libros por parte de quienes llevan la contabilidad y la disolución judicial de sociedades.

Los expedientes competencia del secretario judicial plenamente compatibles con el papel que 
la Ley de 2009 que regula la nueva Oficina Judicial reserva a este Cuerpo, consistirán en dar 
impulso a los de jurisdicción voluntaria, nombrar defensores judiciales, declarar ausencias y 
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fallecimientos, actos de conciliación y nombrar al administrador, liquidador o interventor de 
entidades.

Expedientes registrales

Los registradores de la propiedad y mercantiles se ocuparán de los expedientes registrales, 
entre los que figurará la convocatoria de junta general de las sociedades, que hasta ahora 
realizan los jueces de lo Mercantil, la constitución del sindicato de obligacionistas cuando 
las entidades no lo hagan y el nombramiento de auditores para el examen de las cuentas 
anuales.

Expedientes notariales

Los expedientes relativos a la declaración de herederos cuando no haya testamento y la 
protocolización de los testamentos ológrafos (manuscritos) o los otorgados verbalmente salen 
de la jurisdicción voluntaria para configurarse como expedientes notariales regulados en la 
Ley del Notariado.

Los notarios también se encargarán de designar al contador-partidor dativo (persona 
responsable de dividir la herencia) y, en materia de obligaciones, fijarán el plazo de 
cumplimiento de estas, harán el ofrecimiento de pago y se ocuparán de la consignación de 
deudas pecuniarias, de lo que también se podrá encargar el secretario judicial.

Igualmente, quedarán en sus manos las subastas voluntarias y los expedientes en materia 
mercantil: nombramiento de peritos en contratos de seguro, procedimiento para robo o 
destrucción de títulos al portador y los depósitos y venta de bienes depositados. Además, la 
Ley prevé que se pueda plantear ante los notarios un procedimiento para la reclamación de 
deudas dinerarias reconocidas, como alternativa al proceso monitorio, que en cualquier caso 
podrá plantearse con posterioridad.

Matrimonios y divorcios

El Anteproyecto de Ley de Jurisdicción Voluntaria suma una nueva opción a la celebración 
de los enlaces matrimoniales. Junto a las bodas religiosas y a las laicas celebradas en 
Ayuntamientos y Registros Civiles cuyos expedientes se seguirán tramitando exactamente 
igual que hasta ahora, con la entrada en vigor de la Ley se podrán celebrar también ante 
notario, ampliando así las alternativas para los ciudadanos.

Además, se reforma el Código Civil para reconocer el derecho a celebrar matrimonio religioso 
con efectos civiles a las confesiones reconocidas con la declaración de notorio arraigo que se 
equiparan así a la religión católica a la hora de oficiar matrimonios. Se trata de una modificación 
que obedece al pluralismo religioso existente en la sociedad española.

En cuanto a las separaciones y divorcios, en los casos de mutuo acuerdo e inexistencia 
de hijos menores o personas con capacidad judicialmente completada, los ciudadanos 
también podrán acudir al juzgado o al notario, según entiendan más conveniente para sus 
intereses.
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Nueva regulación de la sustracción internacional de menores

La revisión de los procedimientos de jurisdicción voluntaria ha concluido que en los casos de 
sustracción internacional de menores siempre hay controversia entre los progenitores. Por 
eso se ha procedido a reformar la Ley de Enjuiciamiento Civil para regularlo como un proceso 
propio e independiente fuera de la jurisdicción voluntaria.

Serán los Juzgados de Primera Instancia con competencias en Derecho de familia los 
encargados de dar respuesta a estos conflictos, en los que en un primer momento existirá la 
posibilidad de que se solucionen de forma amistosa.


